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DIVORCIO INCAUSADO. LA RESOLUCIÓN QUE SÓLO DECRETA LA DISOLUCIÓN DEL 
VÍNCULO MATRIMONIAL NO TIENE LA CALIDAD DE SENTENCIA DEFINITIVA, SINO DE 
AUTO Y, POR TANTO, EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE EL AMPARO DIRECTO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE QUINTANA ROO). 
 
De la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción V, párrafo primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 34 y 170 de la Ley de Amparo, y 37, fracción I, inciso c), 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se advierte que el amparo directo procede 
contra: i) sentencias o laudos, es decir, aquellas resoluciones que decidan el juicio en lo principal 
dirimiendo la litis planteada; y, ii) resoluciones que pongan fin al juicio, esto es, aquellas que sin 
decidirlo en lo principal lo dan por concluido y respecto de las cuales no procede algún recurso 
ordinario. Ahora bien, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 1a./J. 111/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, página 592, de rubro: "DIVORCIO 
SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. LAS SENTENCIAS DICTADAS EN LOS RECURSOS DE 
APELACIÓN INTERPUESTOS CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE, SIN DECRETARLO, 
RESUELVE CUESTIONES INHERENTES A LA DISOLUCIÓN DEL VÍNCULO MATRIMONIAL, 
SON DEFINITIVAS PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO.", determinó 
que cuando en un juicio de divorcio incausado se decreta la disolución del vínculo matrimonial, 
pero el convenio se desaprueba o solamente se aprueba en alguna o algunas de sus partes, se 
está en presencia de un auto definitivo en el que el juzgador debe dejar a salvo los derechos de las 
partes para que, de oficio, se continúe con el trámite del proceso en cuanto a las pretensiones no 
resueltas. Al respecto, los artículos 985-Sexties y 985-Septies del Código de Procedimientos 
Civiles para el Estado de Quintana Roo prevén que cuando las partes no lleguen a un acuerdo 
sobre la totalidad de los puntos del convenio o no asistan a la audiencia respectiva, se decretará la 
disolución del vínculo matrimonial en una "sentencia definitiva". Sin embargo, no debe atenderse a 
la literalidad de esa expresión, sino a su naturaleza, ya que no resuelve la totalidad de las 
pretensiones en el divorcio incausado, lo que implica la continuación del proceso; y tampoco 
cumple con los requisitos de las sentencias de divorcio establecidos en el artículo 815 del Código 
Civil para el Estado de Quintana Roo (que resuelva en definitiva los derechos y deberes inherentes 
a la patria potestad, alimentos, guarda y custodia de menores y régimen de convivencia). Por tanto, 
la resolución dictada en el juicio de divorcio incausado que únicamente decreta la disolución del 
vínculo matrimonial, no tiene la calidad de sentencia definitiva, sino de un auto definitivo, contra el 
cual procede el juicio de amparo en la vía indirecta, cuyo conocimiento corresponde a un Juzgado 
de Distrito. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 400/2015. 18 de febrero de 2016. Mayoría de votos. Disidente: Jorge Mercado 
Mejía. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela Bonilla González. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS EN LOS QUE EL 
QUEJOSO CONTROVIERTE LA CALIFICACIÓN DE LOS AGRAVIOS FORMULADOS POR SU 
CONTRAPARTE EN EL RECURSO DE APELACIÓN, CUANDO LA SALA CONFIRMA LA 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA NO IMPUGNADA POR AQUÉL, LA CUAL NO SE 
MODIFICÓ NI REVOCÓ EN SU PERJUICIO. 
 
El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece los principios 
de economía procesal y pronta administración de justicia. Así, cuando un órgano jurisdiccional de 
amparo advierte, sin necesidad de realizar un estudio profundo del asunto, que el acto reclamado 
favorece los intereses del quejoso porque la Sala responsable confirmó la sentencia de primera 
instancia que no fue impugnada por éste, deben declararse inoperantes los conceptos de violación 
en los que controvierta la calificación de los agravios formulados por su contraparte en el recurso 
de apelación. Ello, por razones de economía procesal, pues es evidente que a nada práctico 
conduciría su análisis e, incluso, la eventual concesión del amparo para el efecto de que se 
subsanara una cuestión innecesaria, ya que no podría obtener un mayor beneficio al alcanzado, al 
haberse confirmado la sentencia de primera instancia, pues ésta no se modificó ni revocó en su 
perjuicio. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 226/2016. Juan Óscar Ramírez Rodríguez. 2 de junio de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela Bonilla González. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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CONCEPTO DE VIOLACIÓN RELATIVO AL FONDO EN EL AMPARO PRINCIPAL. DEBE 
CONSIDERARSE FUNDADO PERO INOPERANTE CUANDO EL DIVERSO DEL ADHERENTE 
ES FUNDADO Y SUFICIENTE PARA QUE SUBSISTA EL SENTIDO DEL FALLO. 
 
Conforme al artículo 182 de la Ley de Amparo, en el amparo adhesivo pueden hacerse valer 
argumentos para fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que 
pone fin al juicio, que determinaron el resolutivo favorable a los intereses del adherente. En razón 
de ello, cuando en el amparo principal se considere fundado el concepto de violación encaminado 
a señalar que las razones que expuso la autoridad responsable para calificar de mala fe el 
ofrecimiento de trabajo son inexactas, pero por otro lado, el argumento que aduce el adherente del 
amparo para fortalecer las consideraciones del laudo respecto de ese mismo punto y no tomado en 
cuenta por la autoridad responsable al resolver, es fundado y suficiente para seguir considerándolo 
de mala fe, tal concepto de violación debe estimarse fundado pero inoperante, en virtud de que el 
sentido del laudo en cuanto a ese tema inherente al fondo de la controversia seguirá subsistiendo, 
y negar el amparo al quejoso principal y concedérselo al adherente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1041/2015. Fletes México Chihuahua, S.A. de C.V. 15 de abril de 2016. 
Unanimidad de votos por negar el amparo en el principal, y en el adhesivo por mayoría de los 
Magistrados Arturo García Torres y Alejandro Sosa Ortiz, por amparar sin efectos, contra el voto 
particular del Magistrado Miguel Ángel Ramos Pérez, por declarar sin materia el amparo adhesivo. 
Ponente: Alejandro Sosa Ortiz. Secretario: Carlos Díaz Cruz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE 
ENERGÍA Y LA LEY VIGENTE DE DICHO ORGANISMO DEJARON SIN CONTENIDO JURÍDICO 
LAS TESIS AISLADAS 2a. CVI/2014 (10a.) Y 2a. CVII/2014 (10a.), QUE ESTABLECÍAN QUE 
SUS ACTOS ERAN IMPUGNABLES A TRAVÉS DE LOS JUICIOS DE NULIDAD Y DE AMPARO, 
POR LO QUE NO PUEDEN SER TOMADAS EN CUENTA COMO ORIENTADORAS. 
 
Al resolver los precedentes de que derivaron dichos criterios, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
tuvo en cuenta que de las disposiciones constitucionales y legales que regulaban a la Comisión Federal de Electricidad se 
advertía lo siguiente: 1. Es un organismo público descentralizado; 2. La generación, conducción, transformación, distribución 
y venta de energía eléctrica constituye un área estratégica que el Estado realiza en exclusiva, por lo que ninguna persona 
privada puede prestar esos servicios; 3. Los contratos que celebra para cumplir el mandato constitucional de brindar el 
servicio de energía eléctrica son administrativos; y, 4. En consecuencia, los actos que emita derivados del contrato también 
son administrativos y pueden ser impugnados a través del recurso de revisión, del juicio de nulidad, o bien, del juicio de 
amparo cuando proceda. Sin embargo, a raíz de la reforma a los artículos 25, párrafo cuarto, 27, párrafo sexto, y 28, párrafo 
cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de energía y de la entrada en vigor de la 
Ley de la Comisión Federal de Electricidad, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013 y el 
11 de agosto de 2014, respectivamente, dicha entidad se transformó, por ministerio de ley, en empresa productiva del 
Estado y se estableció la posibilidad de la participación de los particulares en el desarrollo de las actividades distintas a la 
conducción y distribución de energía eléctrica. Así, de los artículos 3, 7, 82 y 118 de la Ley de la Comisión Federal de 
Electricidad en vigor se advierte que a los actos que emita les son aplicables las legislaciones mercantil y civil, por lo que 
serán de esa naturaleza y que, excepcionalmente, aquellos que dicte en el procedimiento de contratación en materia de 
adquisiciones, arrendamientos, servicios y obras tendrán naturaleza administrativa, y serán los únicos que podrán ser 
impugnados a través del juicio de nulidad y, en su caso, del amparo, pues el resto de los conflictos nacionales en que 
participe dicha empresa, incluidos los derivados de la interpretación y cumplimiento de los contratos suscritos merced a un 
procedimiento administrativo, serán resueltos en vía mercantil o civil por los tribunales federales competentes en esas 
materias, o bien, a través de los mecanismos de solución que pacten las partes. Por tanto, las tesis aisladas mencionadas, 
que establecían que los actos de la Comisión Federal de Electricidad eran impugnables mediante los juicios de nulidad y de 
amparo, quedaron sin sustento jurídico, razón por la cual no es factible tomarlas en cuenta como criterios orientadores. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 480/2015. Evangelina González Cruz. 28 de enero de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos 
Ronzon Sevilla. Secretaria: Ana Margarita Mejía García. 
 
Nota: Las tesis aisladas 2a. CVI/2014 (10a.) y 2a. CVII/2014 (10a.), de títulos y subtítulos: "COMISIÓN FEDERAL DE 
ELECTRICIDAD. CONTRA LOS ACTOS QUE EMITE EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA QUE OTORGA EN EXCLUSIVA, PROCEDE EL RECURSO DE REVISIÓN CONFORME A LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO O EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA, SIN PERJUICIO DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE 
RECLAMEN NORMAS GENERALES [INTERRUPCIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 167/2011 (9a.), 2a./J. 168/2011 
(9a.), 2a./J. 43/2014 (10a.) Y 2a./J. 44/2014 (10a.) (*)]." y "COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LOS CONTRATOS 
DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA NO DEBEN CONSIDERARSE COMO CELEBRADOS ENTRE 
PARTICULARES, SINO COMO VERDADEROS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS." citadas, aparecen publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de octubre de 2014 a las 12:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 11, Tomo I, octubre de 2014, páginas 1093 y 1095, respectivamente. 
 
El criterio contenido en la tesis aislada 2a. CVII/2014 (10a.) citada, fue interrumpido por la diversa 2a. XLII/2015 (10a.), de 
título y subtítulo: "COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LAS CONTROVERSIAS DERIVADAS DE LA NEGATIVA A 
DEVOLVER CANTIDADES PAGADAS CON MOTIVO DEL SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA SON IMPUGNABLES 
EN LA VÍA ORDINARIA MERCANTIL [INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO CONTENIDO EN LA TESIS AISLADA 2a. 
CVII/2014 (10a.) (*)].", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo I, agosto de 2015, página 
1183. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO INOPERANTES". LA JURISPRUDENCIA 
EMITIDA CON DICHO RUBRO POR LA OTRORA TERCERA SALA DEL MÁS ALTO TRIBUNAL 
DE LA NACIÓN, SIGUE TENIENDO APLICACIÓN CON LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A 
PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013. 
 
El Tribunal Colegiado de Circuito, al conocer de un amparo directo está facultado para mejorar o 
reforzar las consideraciones de la autoridad responsable, ante un concepto de violación en el que 
se invoque incongruencia por omisión, sin que ello implique una indebida sustitución por el órgano 
colegiado en la esfera de la autoridad responsable; pues conforme a la jurisprudencia número 108, 
publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, Tomo VI, Materia 
Común, página 85, de rubro: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO 
INOPERANTES.", emitida por la entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en aras de evitar la promoción de un nuevo amparo en contra del nuevo fallo dictado en 
cumplimiento de una ejecutoria de amparo concedido para efectos, faculta a la autoridad de 
amparo a pronunciarse sobre el tema para conservar con distintos argumentos el sentido de la 
sentencia o laudo, y declarar fundado pero inoperante el concepto de violación planteado por la 
parte perdidosa; pues ante la promoción de un nuevo amparo por cualquiera de las partes en 
contra del nuevo fallo, tendría que ser resuelto bajo la consideración de que la absolución o 
condena, según el caso, es correcta. Ahora bien, de los artículos 174 y 182, último párrafo, de la 
Ley de Amparo, se advierte que la intención del legislador de observar durante el procedimiento del 
juicio de amparo directo los principios de concentración y celeridad procesal, y evitar así en lo 
posible el llamado "amparo para efectos", mediante el cual la autoridad responsable reasume su 
jurisdicción, lo que hace que dicho criterio siga teniendo aplicación, pues no se opone con lo 
previsto en la invocada ley vigente de acuerdo con su artículo transitorio sexto. Y, si bien, la figura 
del amparo adhesivo, regulada en el citado numeral 182, faculta al adherente a fortalecer las 
consideraciones vertidas en el fallo reclamado por el quejoso principal, de ello no se sigue, que de 
no hacerlo precluya su derecho para hacerlo en un ulterior amparo que promoviera contra la nueva 
sentencia o laudo, que se dictare en cumplimiento de una ejecutoria de amparo para que la 
responsable, una vez declarado insubsistente éste, y eliminada la argumentación insuficiente o 
incorrecta, se pronunciare con libertad de jurisdicción sobre el particular. Luego, si el derecho del 
adherente a fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo reclamado por el quejoso principal, 
no precluye, tampoco se puede derivar la conclusión de que habiendo precluido el derecho de 
mérito del tercero interesado, para hacer valer esos diversos argumentos, el Tribunal Colegiado se 
vea impedido para hacerlo y declarar fundado pero inoperante el concepto de violación citado. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1366/2015. Industria de Refrescos, S. de R.L. de C.V. 15 de abril de 2016. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Sosa Ortiz. Secretaria: Gloria Burgos Ortega. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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REVISIÓN EN MATERIA AGRARIA. EL RECURSO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 198 DE LA 
LEY DE LA MATERIA ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS EMITIDAS POR LOS 
TRIBUNALES UNITARIOS AGRARIOS QUE DECIDEN SOBRE LA NULIDAD DE LAS 
CONVOCATORIAS EMITIDAS POR LA PROCURADURÍA AGRARIA Y, POR ENDE, EN SU 
CONTRA PROCEDE EL AMPARO DIRECTO. 
La Procuraduría Agraria está facultada, entre otras cosas, para convocar a asambleas de los 
núcleos ejidales, previa solicitud de éstos, para la remoción de los integrantes del comisariado y del 
comité de vigilancia, esto es, hace un anuncio para constituir la asamblea, supuesto en el cual 
actúa como coadyuvante, pues es precisamente el núcleo ejidal quien le solicita emitir la 
convocatoria y quien realmente tiene un interés en su celebración y en la separación de los 
miembros de dichos órganos internos, pero de ninguna manera a través de aquélla, la 
Procuraduría genera una obligación que les sujete a actuar de una u otra forma, o bien, resuelve 
un conflicto que repercuta en los intereses de los miembros del ejido. En consecuencia, lo fallado 
por el Tribunal Unitario Agrario respecto al reclamo de nulidad de ese tipo de convocatorias no es 
impugnable a través del recurso de revisión previsto en el artículo 198, fracción III, de la Ley 
Agraria, pues éste se refiere al término "resoluciones", mientras que las convocatorias no tienen 
ese carácter y, por tanto, no es obligatorio agotar ese medio de impugnación ordinario antes de 
acudir al juicio de amparo directo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 67/2016. Entre las sustentadas por el entonces Segundo Tribunal Colegiado 
del Octavo Circuito, ahora Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 29 de junio de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; Margarita Beatriz 
Luna Ramos se apartó de las consideraciones relacionadas con el carácter de autoridad de la 
Procuraduría Agraria. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz. 
 
Tesis y/o criterio contendientes: 
Tesis VIII.2o. J/14, de rubro: "AGRARIO. AMPARO IMPROCEDENTE. OBLIGACIÓN DE AGOTAR 
EL RECURSO ORDINARIO EN TRATÁNDOSE DE ACTOS EN QUE SE RECLAMA LA NULIDAD 
DE RESOLUCIONES EMITIDAS POR AUTORIDADES AGRARIAS.", aprobada por el Segundo 
Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo VII, mayo de 1998, página 879, y  
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 746/2015. 
Tesis de jurisprudencia 104/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de agosto de 
2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
Época: Décima Época  
Registro: 2012307  
Instancia: Pleno  



Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de agosto de 2016 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P. IV/2016 (10a.)  
 
CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO. REQUISITOS PARA SU 
PROCEDENCIA. 
 
Para la procedencia del cumplimiento sustituto de la sentencias de amparo, ya sea a petición de cualquiera de las partes o 
de oficio (caso en el que no existe conformidad de la parte quejosa para que la sentencia de amparo se cumpla de forma 
diversa a lo que establece), la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no dispone de mayores requisitos que 
el consistente en que la autoridad responsable manifieste la imposibilidad o inconveniencia de cumplir la sentencia de 
amparo en sus términos o porque se afecte a la sociedad en mayor grado que los beneficios que pudiera obtener o porque 
sea imposible el cumplimiento en sus términos o desproporcionalmente gravoso. Ahora bien, con la reforma constitucional 
en materia de amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis de junio de dos mil once y que entró en vigor el 
cuatro de octubre de ese año, el supuesto relativo a la afectación social frente al beneficio del quejoso sufrió los siguientes 
tres cambios importantes: a) se suprimió el calificativo "gravemente" respecto de la afectación social, lo que supone la 
flexibilización de esta figura, dado que aquélla podría ser de una entidad menor; b) se excluyó a los terceros como sujetos 
cuya afectación podría generar el que una sentencia de amparo se cumpla de manera sustituta, de modo que sólo será la 
sociedad la que se proteja a través de esta figura; y, c) se eliminó el vocablo "económico", que modulaba el beneficio del 
quejoso, frente al cual se contrasta la afectación social, y esto sólo supone que el beneficio del quejoso no deberá tasarse 
única o preponderantemente en términos económicos, pues sin duda este criterio deberá seguir considerándose, ya que 
sería imposible que, de entre los beneficios que obtiene un quejoso con el cumplimiento de la sentencia de amparo, no se 
encuentre el económico. Se prevé, además, la posibilidad de que se decrete el cumplimiento sustituto cuando las 
circunstancias del caso impliquen que sea imposible (material o jurídicamente) cumplir con la sentencia de amparo, 
supuesto que si bien no se encontraba en la Constitución, ya se reconocía en la jurisprudencia. De este modo, el único 
supuesto introducido con motivo de esa reforma, al tenor del cual se puede decretar el cumplimiento sustituto de las 
sentencias de amparo, es el referente a que resulte desproporcionalmente gravoso restituir la situación que imperaba antes 
de la violación. Sobre este último aspecto, resulta importante precisar que, para determinar si se actualiza la condición 
referente a la "desproporcionalidad gravosa", deberá justificarse si retrotraer las condiciones que prevalecían antes de la 
violación implica un costo desproporcionalmente mayor que cumplir con la sentencia de amparo de manera sustituta. Es 
importante recalcar que esta condición no se actualizará si se aduce un gasto sólo mayor, ya que se requiere que el gasto 
que implica cumplir con la sentencia de amparo en sus términos sea mucho mayor que el que implica hacerlo de manera 
sustituta. Éste es un mandato de optimización para que en el caso del cumplimiento de las sentencias de amparo se aplique 
un criterio racional a partir del cual se maximice el beneficio individual (derivado de la concesión del amparo) sin sacrificar el 
beneficio social (representado por el recurso público destinado al cumplimiento de la sentencia de amparo). En este sentido, 
se autorizará el cumplimiento sustituto del fallo protector cuando el acatamiento en sus términos no cumpla con la condición 
óptima y, por ende, implique que el quejoso obtenga un beneficio y al mismo tiempo ello se traduzca en un decremento 
considerable para el Estado. 
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Incidente de cumplimiento sustituto 6/2015. Luminosa Pérez Huerta. 3 de noviembre de 2015. Unanimidad de once votos de 
los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora I., 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Alberto Rodríguez García.  
 
Incidente de cumplimiento sustituto 4/2014. Blanca Catalina González Quevedo. 23 de febrero de 2016. Unanimidad de 
once votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Gabino González Santos. 
 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de junio en curso, aprobó, con el número IV/2016 (10a.), la tesis aislada que antecede. 
Ciudad de México, a veintitrés de junio de dos mil dieciséis. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 


